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Los Derechos Humanos son un conjunto de prerrogativas y principios de aceptación universal, jurídicamente reconocidos y garantizados, que aseguran a las personas su dignidad; y que ellas tienen frente al Estado y a sus instituciones para impedir que éste interfiera, limite, o viole el ejercicio de los derechos.

Los derechos humanos son estándares, herramientas emancipatorias,  que permiten a todas las personas, sin distinción de ningún tipo, vivir con dignidad, libertad, igualdad, justicia y paz; e implican un reconocimiento jurídico y normativo de los mismos para que ellos sean realizables y, en el caso de que sean vulnerados, puedan ser reparados.

Los derechos humanos son el producto de una larga evolución histórica, pero es a partir de la II Guerra Mundial que los mismos obtuvieron reconocimiento pleno, formal y universal por parte de los Estados.

Los fundadores de las Naciones Unidas reaccionaron frente a los horrores de la Segunda Guerra Mundial y se fijaron como meta trabajar conjuntamente en el desarrollo y estímulo del respeto a los Derechos Humanos y las libertades fundamentales de todos sin hacer distinción por motivos de raza, sexo, idioma o religión.

El 10 de diciembre de 1948, la Asamblea General de las Naciones Unidas aprobó la Declaración Universal de los Derechos Humanos. Esta norma es el pilar de la legislación del siglo XX sobre derechos humanos y es el punto de referencia para el movimiento a favor de estos derechos.

En América, el reconocimiento formal de los Derechos Humanos fue mucho antes que en el resto del mundo, ya que el 2 de Mayo de 1948  en la Novena Conferencia Internacional Americana celebrada en Bogotá se proclamó la Declaración Americana sobre los Derechos y Deberes del Hombre,  que abrió el paso a que posteriormente se sancionara numerosa normativa en materia de Derechos Humanos.

En la Declaración y Programa de Acción de Viena de 1993 quedó establecido el carácter universal, indivisible e interdependiente  de los derechos humanos ya que no puede establecerse una jerarquía entre los mismos, porque todos deben ser garantizados conjuntamente y de forma integral.
No todo delito es violación a los derechos humanos. 

Para que se configure una violación a los derechos humanos  se deben dar dos supuestos: 

· Que la acción u omisión sea cometida por un funcionario público

· Y que se trate de una acción u omisión que vulnere derechos fundamentales reconocidos en instrumentos internacionales de derechos humanos.

El Estado y sus instituciones (organismos de gobierno, cuerpos de seguridad, fuerzas armadas,  organismos  penitenciarios,  etc.)  son quienes pueden vulnerarlos, porque son los únicos comprometidos formalmente a reconocerlos y tutelarlos.

El respeto, la garantía y la protección de los derechos humanos es ante todo responsabilidad del Estado, quien tiene la exigencia de proveer y mantener  las condiciones necesarias para que, dentro de una situación de justicia, paz y libertad, las personas puedan gozar realmente de todos sus derechos.

Por otra lado encontramos a las personas o grupos de personas a quienes el Estado debe garantizarle los derechos, los titulares de los derechos.
Cuando la vulneración de derechos de una persona, los hace otro particular o una empresa, nos encontramos frente a una conducta que será tipificada como delito y sancionada por las normas del Código Penal.

Puede tratarse del mismo delito que haya cometido un funcionario público, de la misma gravedad, pero no se tratará de una violación a los derechos humanos porque las empresas, y las personas que no son funcionarios públicos no cargan con esa especial responsabilidad de respeto y garantía de los derechos humanos que sí tienen los funcionarios públicos, asumidas a través de diversos Pactos Internacionales.

En el PACTO DE SAN JOSÉ DE COSTA RICA, o  CONVENCION AMERICANA sobre DERECHOS HUMANOS, que nuestro país suscribió en 1984, están consagradas claramente las obligaciones que la República Argentina ha asumido en la materia:
 Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos
 1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.

 2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.
 Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno
 Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.
Es al Estado a quien se le debe dirigir el reclamo y el reproche de violación a los derechos humanos en tanto es el legítimo garante del bien común de la sociedad y es quien también tiene la responsabilidad de vigilar directamente las violaciones de los derechos humanos y debe dedicar atención especial a la protección de los derechos de las personas y de las víctimas de los delitos cometidos por particulares.

Los límites o restricciones al ejercicio de los derechos humanos en un Estado Democrático de Derecho.  Los estándares internacionales.
Un estado de derecho se caracteriza porque las acciones estatales están limitadas por las leyes y porque los ciudadanos son titulares de una serie de derechos y libertades fundamentales frente al Estado.

Estos derechos y libertades no son absolutos, es decir, los derechos pueden ser limitados por el Estado a fin de compatibilizar su ejercicio con los intereses de terceras personas y con el bien común.

Pero las limitaciones a los derechos, en un estado de derecho, deben respetar determinadas exigencias: 

· En primer lugar las limitaciones deben provenir exclusivamente de la ley.

· Además las limitaciones a los derechos deben fundamentarse únicamente en cuestiones de orden público, moral pública y derechos de terceros

· Y se debe respetar el principio de razonabilidad, que señala que los derechos solo pueden ser limitados en la medida en que ésta reglamentación no sea abusiva, arbitraria o discriminatoria, y que ésta limitación no debe alterar la esencia de los derechos.

Los textos internacionales de Derechos Humanos, e incluso las legislaciones positivas internas de cada país establecen límites al ejercicio de los  derechos humanos. A modo de ejemplo, y entre otras, podemos citar el artículo 32 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) que establece  “ (…) 2.- Los derechos de cada persona están limitados por los derechos de los demás, por  la seguridad de todos y por las justas exigencias del bien común, en una sociedad democrática” . 

El art. 29.2 de la Declaración Universal de Derechos Humanos expresa: “En el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades toda persona estará solamente sujeta a las limitaciones establecidas por la ley con el único fin de asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás, y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática.”
Los principios internacionales relativos a las intervenciones policiales en las libertades personales indican entonces, de acuerdo a lo expresado anteriormente,  que en el ejercicio de sus derechos y en el disfrute de sus libertades, toda persona está solamente sujeta a la ley. Asimismo, que las limitaciones al ejercicio de los derechos y al disfrute de las libertades tendrán como único fin asegurar el reconocimiento y el respeto de los derechos y libertades de los demás y de satisfacer las justas exigencias de la moral, del orden público y del bienestar general en una sociedad democrática.
Los Derechos Humanos siempre han estado ligados a las luchas contra el poder del Estado. El reclamo de derechos por parte de las personas tiene como consecuencia la restricción de los poderes del Estado, porque es a éste a quien se le debe reclamar el sostenimiento, reconocimiento, fortalecimiento, respeto y garantía de los Derechos Humanos.

Esta lucha por conseguir espacios de libertad frente al Estado tiene que ver con distintas concepciones de la DIGNIDAD HUMANA, que han ido evolucionando a lo largo de la historia.
Las obligaciones que los Estados contraen a través de los Tratados generan su responsabilidad internacional, por lo tanto, estamos frente a la vulneración o violación de los Derechos Humanos cuando el Estado o sus funcionarios cometen actos que infringen derechos humanos plenamente consagrados en el ordenamiento jurídico interno e internacional. 

También el Estado es responsable por omisión, esto es, por no haber investigado y sancionado la violación de los mismos.

Los derechos humanos de las personas, jurídicamente protegidos y que son susceptibles de ser violados por el Estado o sus agentes son entre otros: el derecho a la vida; a la Integridad física; a las garantías procesales y protección judicial;  a la libertad y seguridades personales; a la privacidad y a la protección de la honra y la dignidad.
LAS OBLIGACIONES DE LOS ESTADOS
¿Cómo deben hacerlo?

OBLIGACIÓN DE PREVENIR: son las medidas de carácter jurídico, político, administrativo y cultural que debe adoptar el Estado para salvaguardar los Derechos Humanos y para asegurar que las eventuales violaciones a los mismos sean efectivamente consideradas y tratadas como un hecho ilícito susceptible de acarrear sanciones para quien las cometa.
OBLIGACIÓN DE INVESTIGAR: el Estado está obligado a investigar toda situación en la que se hayan vulnerado Derechos Humanos de manera tal que la misma no quede impune.
OBLIGACIÓN DE SANCIONAR: los estados deben aplicar las penas que correspondan conforme las leyes vigentes por las violaciones cometidas contra los derechos humanos
OBLIGACIÓN DE REPARAR: los Estados deben reparar la vulneración de los derechos humanos materialmente o por medio del pago de una justa indemnización a la parte lesionada.

El Estado de Derecho es un sistema jurídico político en el cual se subordina el poder al derecho y se respetan los Derechos humanos para todas las personas por igual. El Estado de Derecho implica básicamente:

1) el imperio de la ley para gobernantes y gobernados;

2) el control judicial de los actos de gobierno;

3) el respeto absoluto por la igualdad de todas las personas bajo jurisdicción del Estado;

4)  la elección de los gobernantes a través del voto popular;

5)  la división de poderes;

6)  la responsabilidad de los gobernantes;

7)  y el pluralismo político.  

El marco legal de este sistema es la Constitución, que es la ley suprema y es el instrumento jurídico que debe expresar los principios fundamentales del Estado de Derecho enumerados anteriormente, y debe imponer los límites del poder político. 

El Estado de Derecho y la democracia son los dos pilares fundamentales de la vigencia de los Derechos Humanos, por lo que estos tres conceptos son indisolubles e interdependientes. 

La democracia, que promueve la participación igualitaria de todas las personas,  y el Estado de Derecho, garantizan a los hombres y mujeres bajo jurisdicción estatal que sus derechos serán respetados y tutelados. 

Tanto las Naciones Unidas (ONU), como la Organización de los Estados Americanos (OEA), como la Unión Europea (UE) han tomado a los Derechos Humanos y a la democracia como aspectos centrales de sus fines y organización, fomentando su vigencia y afianzamiento en todos los países del Mundo. 
La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) se ha referido en numerosas ocasiones a la labor insustituible de la policía en una sociedad democrática, subrayando que la misma constituye una institución fundamental para la vigencia del estado de Derecho.  

Conforme los Principios Básicos para el Uso de la Fuerza y Armas de Fuego para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley, aprobados por las Naciones Unidas,  la labor de las fuerzas policiales es de gran importancia en el cometido de las democracias modernas en la protección del derecho a la vida, la libertad y la seguridad de las personas.
De tal manera, la policía tiene, por sus especiales atribuciones, la función de:
· proteger los derechos humanos

· defender las libertades fundamentales y

· mantener el orden público y el bienestar general en una sociedad democrática mediante políticas y prácticas que sean lícitas, humanas y disciplinadas.
La función de la policía en todo Estado tiene, entonces, como principal objetivo el servicio a la comunidad y la protección de las personas. En este contexto, es imprescindible una actitud ética en la policía, esto es: un comportamiento honesto, solidario, proactivo, comprometido, justo y respetuoso. Actuar en este marco facilita y legitima el cumplimiento del deber, fortaleciendo la relación entre el policía y el ciudadano.

En los regímenes democráticos se han definido pautas para la actuación policial, que son útiles para reafirmar la función gravitante que en éstos cumplen los cuerpos policiales:
1. Ausencia de injerencia política en las actuaciones policiales

2. Desmilitarización del servicio policial.

3. Respeto absoluto por los derechos fundamentales de la ciudadanía
4. Transparencia de actuación, rendición de cuentas, control por parte del Poder Legislativo y del Poder Judicial de las actuaciones policiales.

5. Monopolio del uso de la fuerza en la sociedad.

6. Límites del accionar policial signados por la ley.
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“SEGURIDAD PÚBLICA” VERSUS “SEGURIDAD CIUDADANA”
Los conceptos de seguridad nacional, seguridad interior, orden público o “SEGURIDAD PÚBLICA”, se utilizan para hacer referencia a un mismo campo de las  funciones estatales.  

Este concepto hace referencia a que las intervenciones contra el delito y la violencia tienen como objetivo la seguridad del propio Estado, la que se logra generando las condiciones para el mantenimiento de determinado orden político, jurídico económico o social. 

El aparato del Estado se organiza para defender al propio Estado del delito y la violencia.

En cambio, las teorías modernas, han dejado de lado este concepto y se han centrado en el concepto de “SEGURIDAD CIUDADANA” en donde el objetivo de las políticas públicas de seguridad ya no es la seguridad del Estado sino la seguridad de las PERSONAS.

Se indica que la vinculación entre los derechos humanos, la paz y la seguridad es evidente y estrecha, ya que si hay respeto por los derechos humanos en una sociedad, hay seguridad, y por lo tanto hay paz. 
El  Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) define a la seguridad ciudadana como: “aquella situación política y social en la que las personas tienen legal y efectivamente garantizado el goce pleno de sus derechos humanos y en la que existen mecanismos institucionales eficientes para prevenir y controlar las amenazas o coerciones ilegítimas  que pueden lesionar tales derechos. El derecho a la seguridad ciudadana en un Estado Democrático y de Derecho, consiste en el conjunto de garantías que debe brindar el Estado a sus habitantes para el libre ejercicio de todos sus derechos”
.
Para la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) seguridad ciudadana debe entenderse como “la situación social en la que todas las personas pueden gozar libremente de sus derechos fundamentales, a la vez que las instituciones públicas tienen la suficiente capacidad, en el marco de un Estado de Derecho, para garantizar su ejercicio y para responder con eficacia cuando éstos son vulnerados (...) De este modo, es la ciudadanía el principal objeto de la protección estatal (…) Por consiguiente, las intervenciones institucionales destinadas a prevenir y controlar el fenómeno del delito y la violencia (políticas de seguridad ciudadana) pueden considerarse una oportunidad indirecta pero significativa para, por un lado, apuntalar el desarrollo económico sostenible y, por otro, fortalecer la gobernabilidad democrática y la vigencia de los derechos humanos”
.
Las teorías modernas acerca de la seguridad han desarrollado el concepto global de “SEGURIDAD HUMANA” centrado en la protección integral de las personas. 

A diferencia del concepto de seguridad nacional que apunta a la seguridad y defensa de un Estado o nación, la seguridad humana se centra en proteger a las personas desde una perspectiva multidimensional, interdependiente, preventiva y universal, en tanto se ocupa de la seguridad alimentaria, de la salud, de cuestiones ambientales, económicas, etc. de las personas. 

Desde esta perspectiva, ya no solo se debe proteger al Estado, sino que también se debe salvaguardar a la persona de los abusos de los Estados. 

En el Informe sobre el Desarrollo humano de 1994 del PNUD (que entre otras cosas estableció el índice de desarrollo humano o IDH); se hablaba de que la mejor forma de luchar contra la inseguridad es garantizar la ausencia de necesidad y de miedo -"freedom from want" y "freedom from fear". 
Este nuevo paradigma impone a los Estados determinadas obligaciones impostergables: preservar derechos y libertades, ofreciendo un servicio público a la ciudadanía, y cuya misión fundamental es la protección de la seguridad de los ciudadanos. Así, con el fin de lograr una mejor calidad de vida El Estado debe garantizar a los ciudadanos una vida libre de las amenazas generadas por el delito y la violencia interpersonal. 
LA SEGURIDAD CIUDADANA COMO POLÍTICA PÚBLICA.

LAS OBLIGACIONES DEL ESTADO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS FRENTE A LA VIOLENCIA INTERPERSONAL Y LA DELINCUENCIA COMÚN Y ORGANIZADA
A fin de concebir a la seguridad ciudadana como política pública, es necesario determinar:
· En primer lugar cuáles son las manifestaciones más comunes del delito y la violencia: tipos de delitos, derechos vulnerados, grupos más vulnerables, grupos en los que es más común la violencia y el delito, modalidades delictivas, incidencia del narcotráfico y del consumo de estupefacientes, violencia policial.

· También estudiar cuáles son los factores posibilitadores: la desigualdad, la exclusión social, la progresiva limitación de oportunidades, las exigencias de la sociedad de consumo, el desarrollo de los sectores informales de la economía, el papel del Estado en la resolución de conflictos sociales, el soporte que ofrecen a los individuos las instancias tradicionales de socialización como la escuela, las organizaciones comunitarias, entre otros.

El análisis de la situación de la seguridad ciudadana no es solamente una formulación de causa-efecto, sino que sobre la base de esta situación realista, y cuantificando los recursos existentes, deben plantearse políticas públicas flexibles, y posibilitadoras de oportunidades para todos los ciudadanos. 
Las políticas públicas basadas en el concepto de seguridad pública han basado sus planteos en el aumento de las penas, en la reducción de las garantías procesales, en la disminución de la edad de imputabilidad.

En cambio, la seguridad ciudadana se debe asumir como una “responsabilidad esencial del Estado”, que debe comprometer integralmente su accionar.

Una política pública es “un instrumento de planificación, que permite la racionalización de los recursos disponibles, en un marco de permanente participación de los actores sociales involucrados”.  En este sentido, se señala que esta política pública debe ser integral (por abarcar sistemáticamente los derechos humanos en su conjunto); intersectorial (por comprometer acciones, planes y presupuestos de diferentes actores estatales); participativa (por la intervención permanente de la población involucrada y por favorecer la democratización de la sociedad); universal (por su cobertura sin exclusiones ni discriminaciones de ningún tipo); e intergubernamental (por comprometer entidades de los gobiernos centrales y locales).  Y, especialmente, esta política pública sobre seguridad ciudadana “debe incorporar los estándares de derechos humanos como guía y a la vez como límite infranqueable para las intervenciones del Estado”
. 

La función policial constituye un servicio público a la comunidad que tiene por finalidad garantizar a toda la población el libre ejercicio de los derechos y libertades. 

En este sentido, la responsabilidad del Estado en su función policial de investigación del delito, es un importantísimo mecanismo de garantía de los derechos de los ciudadanos,  que se efectiviza cuando el Estado se encarga de la investigación de cualquier situación en la que se hayan vulnerado derechos humanos, de la sanción aplicando las penas que correspondan, y reparando las vulneraciones a los derechos cuando ello corresponda.
Es una obligación indiscutible de los Estados la de dar un tratamiento igualitario a todas las personas que viven bajo su jurisdicción sin discriminación ni por ningún motivo arbitrario y no fundado en la ley y es imprescindible que los Estados para proteger a las personas y a sus derechos humanos no permitan bajo ninguna circunstancia que haya impunidad frente a la comisión de los delitos.
Cuando ello no sucede, el Estado incumple sus obligaciones, y, por consiguiente, incurre en una violación a los derechos humanos por omisión.
La impunidad de los autores de violaciones a los derechos humanos por inacción del aparato estatal (por ejemplo en casos de gatillo fácil, de abuso policial, de torturas, de encubrimiento de los delitos, etc.) genera una situación de desigualdad en la sociedad que mina la confianza que los ciudadanos deben tener en las instituciones que los gobiernan, afectando directamente a la democracia y al estado de derecho.

Los derechos humanos de las víctimas

 de delito y de la violencia interpersonal.
El concepto de víctima es amplio, y abarca a las personas de un mismo grupo familiar: hijos, cónyuge, etc y a otras personas allegadas a la víctima principal del delito y a las personas que hayan sufrido daños al intervenir para asistir a la víctima en peligro o para prevenir la victimización. 

En definitiva, víctima es toda persona que sufre un daño personal (físico, emocional, psicológico, sexual), o patrimonial (daño o menoscabo a algún bien material). El daño puede también consistir en algún tipo de impedimento que no permita a la persona gozar completamente de un derecho reconocido en la legislación nacional o en los tratados internacionales. 
La Declaración sobre los Principios Fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y del abuso de poder
 define a las víctimas de delitos como “las personas que, individual o colectivamente hayan sufrido daños inclusive lesiones físicas o mentales, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de sus derechos fundamentales, como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados miembros, incluida la que proscribe el abuso del poder”    

Las disposiciones de la Declaración se aplican a todas las personas sin distinción alguna, ya sea de raza, color, sexo, edad, idioma, religión, nacionalidad, opinión política o de otra índole, creencias o prácticas culturales, situación económica, nacimiento o situación familiar, origen étnico o social, o impedimento físico.
Existen dos principios fundamentales para la protección de los derechos de las víctimas de los delitos, conforme las normas internacionales para la protección de las mismas:
· Las víctimas tienen derecho a ser tratadas con compasión y respeto por su dignidad humana

· Las víctimas tienen derecho a la pronta reparación del daño que hayan sufrido.
Hace falta ocuparse debidamente de la atención de las víctimas, tanto adoptando las medidas necesarias para mitigar los efectos negativos del delito (victimización primaria) como procurando que el daño sufrido no se vea incrementado como consecuencia de su contacto con el sistema de justicia (victimización secundaria).

La desprotección que sienten las víctimas tiene que ver con la ausencia de políticas públicas protectoras de las víctimas cuando el Estado no esclarece los delitos, cuando a través del sistema penal se maltrata a las víctimas, o cuando el Estado no cumple con el deber de protección que tiene respecto de los grupos vulnerables, a quienes debe tutelar especialmente.

La responsabilidad del Estado en este aspecto es la de PREVENIR activamente la comisión de delitos, teniendo en cuenta que la SEGURIDAD es una función principal del gobierno.

Una vez que se ha cometido un delito, el Estado debe  INVESTIGAR y SANCIONAR al responsable. Pero su responsabilidad no se agota en la búsqueda de los responsables de la comisión de los delitos. Además los Estados deben procurar que se REPARE EL DAÑO que ha sufrido la víctima. Si el Estado no cumple con estas obligaciones, está cometiendo una violación a los derechos humanos.

Obligaciones reforzadas en materia de violencia contra la mujer
Los Estados americanos, además, se han comprometido especialmente respecto de la violencia contra la mujer a través de la Convención de Belém do Pará,  que define a la violencia contra la mujer como  “cualquier acción o conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”. 

Los Estados parte condenan todas las formas de violencia contra la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erradicar dicha violencia y en llevar a cabo una serie de medidas y acciones tendientes a dicho fin.
LAS GARANTÍAS PROCESALES Y DERECHOS ESPECÍFICOS 

DE LAS VÍCTIMAS DEL DELITO Y DE LA VIOLENCIA
Las obligaciones anteriormente explicadas obligan, entonces, a los Estados a tomar determinadas medidas y acciones respecto de las víctimas de delitos y de violencia interpersonal.  Estas tienen los siguientes derechos:  

1. Acceder a mecanismos de justicia para la pronta reparación de los daños.

2. Gozar de procedimientos de reparación rápidos, justos, poco costosos y accesibles.

3. A que se adopten medidas para minimizar las molestias causadas a las víctimas, proteger su intimidad, en caso necesario, y garantizar su seguridad, así como la de sus familiares y la de los testigos en su favor, contra todo acto de intimidación y represalia;

4. A ser informadas acerca del estado procesal de las causas en las que tienen interés de manera comprensible para éstas.

5.  Asistencia jurídica, material, médica, psicológica y social de las víctimas afectadas por un delito.

6. En todo momento, tiene derecho a que se le guarde respeto por su intimidad y dignidad.

7. Resarcimiento en lo posible de parte de los victimarios o del Estado en forma subsidiaria, si corresponde.

8. En el momento en que ha sido víctima de un delito violento debe recibir los primeros auxilios médicos y psicológicos, hasta tanto concurran otros servicios sanitarios especializados.

9. Se utilizarán, cuando proceda, mecanismos oficiosos para la solución de controversias, incluidos la mediación, el arbitraje y las prácticas de justicia consuetudinaria o autóctonas, a fin de facilitar la conciliación y la reparación en favor de las víctimas.
10. Al debido respeto de las circunstancias especiales de grupos vulnerables que pueden ser especialmente víctimas de delitos o de violencia interpersonal: ancianos, menores, discapacitados, homosexuales, etc.
Es obligación ineludible de los Estados hacerse cargo proactivamente de la defensa de los derechos de las víctimas de delitos y violencia interpersonal.

PAUTAS PARA LA ATENCION DE LAS VICTIMAS

POR PARTE DE LOS FUNCIONARIOS POLICIALES
La Policía es el primer lugar al que la víctima de un delito acude a buscar amparo y justicia, por lo cual es necesario contar con profesionales policiales debidamente capacitados y entrenados para la atención de las víctimas de delitos en donde debe tener en cuenta las siguientes consideraciones para dar una respuesta adecuada a las mismas:
· Los gestos, las actitudes y los comentarios que las víctimas perciban de la policía, serán fundamentales. Hay que recordar que existe victimización secundaria cuando la institución a la que la persona acude en busca de ayuda o protección, le brinda un trato inadecuado o injusto que la haga revivir su situación de víctima. En estos casos el daño lo produce el funcionario/a al no contar con la formación necesaria para dar las primeras respuestas adecuadas o hacer primar valoraciones o prejuicios que nada contribuyen a que la persona pueda resolver lo que le está pasando.
· Para evitar las situaciones de victimización secundaria, cuando quien se acerca a las dependencias policiales se encuentra en una situación de vulnerabilidad, se debe reducir en la medida de lo posible los tiempos de espera, otorgándole las mayores facilidades para presentar la denuncia, así como un trato preferente. En lo posible a las víctimas se les debe dar atención personalizada debiendo ser atendida en lo posible, por policías con formación específica y actualizada, especialmente en el caso de determinados grupos vulnerables como por ejemplo las mujeres, los niños, niñas y adolescentes, migrantes, personas trans, etc.

· Se debe atender a la víctima sin la presencia del agresor, a fin de evitar correr nuevos riesgos de ataques físicos o verbales. 

· Evitar que durante el tiempo que la víctima está en las dependencias policiales comparta espacio físico con otros comparecientes y en especial con el agresor.

La policía en su labor diaria se encuentra con múltiples situaciones que requieren de conocimientos y pautas claras de actuación con la finalidad de resolver con la mayor eficacia y celeridad los problemas que se le plantean.

La policía es un articulador entre la sociedad y la ley. La prevención es un objetivo prioritario en toda actuación policial y en este caso cobra especial importancia.

LA DENUNCIA POLICIAL

a) La víctima/denunciante
La denuncia policial es un elemento fundamental en el proceso judicial, por ello es de suma importancia que se cumplan las formalidades de ley en su elaboración.

Toda denuncia deberá necesariamente contener el relato de los hechos, qué ha ocurrido, acciones y expresiones de quienes han intervenido en el hecho que se denuncia, medios utilizados, etc. El relato de los hechos será cronológico, claro y preciso. Se solicitará a la víctima que exponga los hechos con sus propias palabras, sin modificar sus expresiones aún ante la eventual crudeza de las mismas. Asimismo hay que detallar si la víctima presenta lesiones, su estado actual de salud, si recibió asistencia médica o no, y todos los hechos que ayuden a esclarecer lo acontecido. 

Es posible que la situación anímica de la víctima no le permita que el relato de los hechos sea ordenado y concreto, pero siempre será importante para la persona ser escuchada y sentir que está en un ámbito propicio para hablar de lo que le está pasando destinar todo el tiempo que sea necesario para la declaración

No obstante, para asegurarse que los hechos queden reflejados fielmente en la denuncia y que debido a la carga emocional no se distorsionen o malinterpreten, se acudirá a la trascripción literal de sus propias palabras en comillas y en mayúsculas.

Realizada la denuncia se le debe entregar a la persona denunciante una copia debidamente sellada con fecha y hora de emisión y firmada tanto por la víctima como por el funcionario policial.

b) El presunto autor de los hechos
En relación con el presunto autor de los hechos, se estará a lo dispuesto por la autoridad judicial que conozca del asunto (Juzgado Penal, Fuero de responsabilidad Penal Juvenil).

En el caso de que proceda, conforme la normativa vigente, se procederá a su plena identificación, localización y traslado a dependencias policiales con carácter de urgencia, notificando al Fiscal, Juez de Garantías y Defensor de turno, sin perder de vista que el principio de inocencia indica que toda persona es inocente hasta que un juez no determine su culpabilidad, Esto significa que la Policía debe tratar al presunto autor de los hechos respetando su dignidad, su integridad física y sus derechos procesales. 

c) Los testigos y el lugar del hecho:
En todo caso y en todo episodio violento del que tengamos conocimiento, se procederá a proteger y a asegurar los indicios existentes, ya sea en la vía pública, en domicilio particular o donde se encuentren, registrando los datos personales de los testigos a fin de que luego se proceda a su localización por parte del Fiscal, teniendo en cuenta:

a.- que se debe observar el lugar de la agresión y asegurarlo

b.- procurar que permanezca el menor número posible de personas en el lugar de los hechos y que quienes lo hagan no toquen nada, posibilitando la eventual posterior intervención de la Policía Científica, atendiendo especialmente a la posible existencia de armas o de instrumentos utilizados en la agresión, así como sangre o cualquier otro fluido corporal, marcas del impacto, desorden, etc.

c.- evitar que la víctima se lave, arregle o cambie de ropa.
d.- En determinadas circunstancias, los objetos podrán o deberán ser recogidos en la vía pública con climatología adversa, con peligro de desaparición, etc. y en estos casos no se someterán a manipulaciones inadecuadas, se tomará nota del lugar donde se encontraron, de la persona que los encontró y del propietario.

INTERVENCION MULTISECTORIAL.
Es muy importante que la Policía conozca exhaustivamente la red de recursos y los diferentes actores sociales que trabajan en la prevención y asistencia en una determinada comunidad, para  coordinar las acciones a seguir frente a una problemática concreta: violencia familiar, drogadependencia, maltrato infantil. Localizar las oficinas estatales, ONGs y asociaciones civiles que trabajen estos temas a fin de dar asesoramiento correcto a las víctimas es de suma importancia.

El trabajo integrado y la correcta información que transmita la Policía a la víctima pueden marcar la diferencia y lograr una adecuada resolución de tan complejas problemáticas que sobrepasan las facultades, funciones y posibilidades de la Policía, que, si bien es el primer lugar al que se acude a buscar auxilio, no puede estar preparada para abordar tales cuestiones adecuadamente, mientras que servicios de psicólogos, abogados, asistentes sociales, médicos, pueden trabajar conjuntamente para atender a las víctimas de los delitos.
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· Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos (OEA/Ser.L/V/II. Doc. 57. 31 diciembre 2009). Disponible online en http://goo.gl/9gpkFa

· Organización de los Estados Americanos. “La Seguridad Pública en las Américas: retos y oportunidades”. Informe presentado por el Secretario General en ocasión de la Primera Reunión de Ministros en materia de seguridad pública de las Américas (MISPA I), México DF, octubre 2008. (OEA. Documentos Oficiales/Ser.D/XXV.2). ISBN 978-0-8270-5227-7. Disponible online en http://goo.gl/WS7V0B

· Organización de Naciones Unidas, “Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas de delitos y abuso del poder”, adoptada porla Asamblea General en su resolución 40/34 del 29 de noviembre de 1985. Disponible online en http://goo.gl/iarU0l
· Organización de Naciones Unidas, “Declaración de Viena sobre la delincuencia y la justicia, frente a los retos del S. XXI”. 10mo. Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente. Abril de 2000 (Naciones Unidas. A/Conf.187/4/Rev.3. 15 de abril de 2000. Español. Original: Inglés) Disponible online en http://goo.gl/0pUXhU
· Organización de Naciones Unidas, Comisión de Derechos Humanos: “Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones de las normas internacionales de derechos humanos y del derecho internacional humanitario a interponer recursos y obtener reparaciones”. Disponible online en http://goo.gl/iYtPJG

· XIV Cumbre Judicial Iberoamericana, “100 Reglas de Brasilia sobre el Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad”,. Disponible online en http://goo.gl/xojeEA

LOS PROCEDIMIENTOS POLICIALES Y LOS DERECHOS HUMANOS.
La labor policial, tal como hemos desarrollado anteriormente, se encuentra íntimamente ligada a la vigencia y respeto de los derechos humanos.

En este sentido, la Policía tiene facultades para limitar e interferir en determinados derechos como por ejemplo la libertad en una interceptación vehicular, o el derecho de propiedad e intimidad en un cacheo o en un registro.

Como ya se ha señalado, en general el  ejercicio de los derechos humanos puede sufrir restricciones o limitaciones, de acuerdo a las necesidades del interés general en una sociedad democrática. En ese marco, los Estados tienen la responsabilidad de aprobar un marco jurídico claro, que limite en forma precisa cuales son  las  formas permitidas por  la  ley para  restringir o limitar el ejercicio de estos derechos por parte de las personas bajo  su jurisdicción. Se  reitera que  estas medidas  restrictivas de derechos deben adoptarse cuando sea estrictamente necesario para proteger el bien común o el interés general, evitando así cualquier injerencia arbitraria o abusiva por parte del Estado. 

Generalmente los procedimientos policiales responden a una exigencia legítima, razonable, y se realizan conforme a derecho. Pero cuando esto no sucede, cuando el policía abusa de sus facultades o las utiliza arbitraria o discriminatoriamente nos encontramos frente a una violación a los derechos humanos.

Por tratarse de un tema sumamente sensible, trataremos aquellos derechos susceptibles de ser violentados en los procedimientos policiales cuando éstos no se realizan conforme a derecho. 

DERECHOS HUMANOS INVOLUCRADOS EN LOS PROCEDIMIENTOS POLICIALES

1. DERECHO A LA VIDA
El derecho a la vida está reconocido por los principales instrumentos del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.

Es
un
derecho
inderogable,  lo
que
significa
que
los Estados
no
pueden,
ni
siquiera
en
tiempo de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la independencia o seguridad del Estado, adoptar medidas que suspendan la protección del derecho a la vida.

La Corte Interamericana al condenar al Estado guatemalteco en el caso Villagrán Morales y otros contra el Estado de Guatemala señaló que el derecho a la vida es un derecho humano fundamental, cuyo goce es un prerrequisito para el disfrute de todos los demás derechos humanos, por lo que al ser vulnerado resta sentido a los demás derechos. Además, enfatizó que, en esencia, el derecho fundamental a la vida comprende, no sólo el derecho de todo ser humano de no ser privado de la vida arbitrariamente, sino también el derecho a que no se le impida el acceso a las condiciones que le garanticen una existencia digna.

El  derecho  a  la  vida  es  un  derecho  estrechamente  vinculado  con  los procedimientos  de  la  policía,  especialmente cuando ésta utiliza la fuerza. Por ello, el personal policial tiene el imperativo legal de proteger la vida, la integridad física y la seguridad de todas las personas.

La responsabilidad del Estado respecto del derecho a la vida debe contemplar el respeto y garantía del derecho por parte de los agentes estatales, facultados para utilizar la fuerza  letal  en  circunstancias limitadas  y  bajo  el  principio  de  proporcionalidad. Pero  además  el Estado es  responsable  de  tomar  las medidas  necesarias  de  protección de  los  ciudadanos  frente  a  acciones  de los  particulares  que  puedan afectar  el  derecho  a  la  vida.  Esta  responsabilidad  está  limitada  a prevenir razonablemente, investigar y sancionar a los culpables de los delitos contra la vida, procurando, en la medida de lo posible el restablecimiento del derecho afectado.

El Estado  también es responsable de dotar y capacitar a  los/as funcionarios/as encargados/as de hace  cumplir la ley para el uso de las armas menos letales, que permitan el uso diferenciado y proporcionado de 

la fuerza legítima.  


2. INTEGRIDAD PERSONAL  
El derecho a  la  integridad personal  implica el  respeto por  la vida de  la persona en su aspecto  físico, moral y mental. 

Los Estados tienen la obligación de garantizar el derecho a la integridad personal a todos los individuos bajo
su jurisdicción,
implementando acciones
de
prevención
y
medidas
operativas
eficaces.

Estas
medidas,
sin perjuicio de su carácter universal, deben dedicar una especial atención a  las personas en situación de mayor vulnerabilidad, como son los casos que involucran a mujeres y niños, niñas y adolescentes. 

Los Estados deben prevenir con todos los medios a su alcance tanto los hechos de violencia policial, torturas, vejámenes cometidos por funcionarios públicos, como los hechos de violencia que atentan contra la integridad física de las personas cometidos por particulares como la violencia doméstica y la delincuencia común u organizada.

3. DERECHO A LA LIBERTAD Y SEGURIDADES PERSONALES
Dentro de este concepto se encuentran comprendidos un conjunto heterogéneo de derechos y garantías. 
El derecho a la libertad debe analizarse desde una óptica amplia, entendiendo por tal al derecho que ampara la libertad física y ambulatoria de la personas. Se protege la facultad de las personas de elegir el lugar en el que quieren estar, esto es: la libertad de movimiento frente a cualquier injerencia del Estado (por ejemplo, mediante una detención ilegal o arbitraria).

Por  su parte,  el derecho  a  la  seguridad personal  (vinculado necesariamente  al derecho  a  la  libertad) incorpora una serie de garantías que tienen las personas frente a una detención (por ejemplo: la prohibición de la tortura; el derecho a comunicarle a sus familiares sobre su detención y dónde se encuentra alojado, la presunción de inocencia, etc.)
4. DERECHO A LA PRIVACIDAD, LA HONRA Y LA DIGNIDAD
El derecho a la privacidad protege la facultad que tienen las personas a mantener un ámbito de su vida fuera del conocimiento público, y sólo se puede penetrar en ese ámbito privado con su consentimiento. La única posibilidad de restringir o limitar este derecho es cuando esas acciones privadas dañan a terceros, son delitos o afectan el interés general o bien común. 

El derecho a la protección de la honra tiene estrecha relación con la dignidad humana, y con este lo que se protege es el respeto por la integridad de la persona y sus actos.

El derecho a la privacidad, la honra y la dignidad está expresamente reconocido en tratados internacionales de derechos humanos tanto universales como regionales.

Se debe tener en cuenta la importancia de este derecho a fin de reglamentar claramente las formas policiales de limitación del mismo, como los allanamientos, registros, cacheos, etc.

5.DERECHO A LAS GARANTÍAS PROCESALES Y A LA PROTECCIÓN JUDICIAL
Las garantías procesales son medios o instrumentos aptos para asegurar la vigencia de los derechos de las personas que están sometidas a un proceso judicial de cualquier naturaleza.

Estas garantías rigen durante todo el tiempo en que la persona se encuentra privada de su libertad, por lo tanto son de aplicación cuando la Policía detiene, arresta, aprehende, realiza procedimientos de aprehensión por averiguación de identidad, etc.

Los principios que rigen estos derechos son:

1. Nullum crimen nulla pena sine lege: no pueden existir delitos ni penas fuera de los expresamente previstos en la ley penal. Según este principio, tan sólo la ley es fuente de delitos y de penas
2. Presunción de inocencia: Todo aquella persona que esté imputada de la comisión de un delito debe ser tratado como si fuera inocente hasta que haya una sentencia definitiva que la indique como culpable
3. Inmunidad de Declaración significa que “Nadie puede ser obligado a declarar contra si mismo” (art. 18 CN). Asimismo, todas las personas tienen derecho a guardar silencio hasta ser asistidos por un profesional del derecho de su confianza.
4.  Inmunidad de Arresto significa que “nadie puede ser arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente” (art. 18 CN), o sea el juez.  
5. Juicio previo implica que “Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin juicio…”(art. 18 CN),  Ello quiere decir que nadie puede ser penado o condenado sin la tramitación de un juicio durante el cual se cumplan las etapas fundamentales requeridas por el debido proceso legal. 
6. Non Bis In Ídem garantiza a toda persona que no sea juzgado nuevamente por el mismo delito o infracción que cometió.
7. Igualdad y no discriminación: Toda persona sometida a proceso penal tiene derecho a gozar de las garantías mínimas que establecen las legislaciones formales y materiales, en condiciones de igualdad y no discriminación.

8. Respeto por el honor y la dignidad de las personas: Quienes están sometidos a un proceso penal e incluso quienes están arrestados, detenidos o condenados tienen al igual que toda persona derecho a que se respeto su honor y su dignidad.
9. Prohibición de detención o encarcelamiento arbitrarios: La aplicación de medidas de arresto, detención o prisión solamente se justifica cuando se es realizada en flagrante delito –cuando está cometiendo o se acaba de cometer un delito– o cuando es ordenada por un organismo judicial por orden judicial escrita y motivada.

10. Prohibición de tortura y tratos inhumanos crueles y degradantes: Se privilegia el derecho a la vida, la integridad y la seguridad de las personas. Los Estados deben tomar medidas legislativas, administrativas, judiciales o de cualquier otra índole que sean eficaces para prevenir actos de tortura en su territorio
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· Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Bueno Alves vs. Argentina, sentencia del 11 de mayo de 2007, Serie C, No. 164. Disponible online en http://goo.gl/3oULYD

· Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Caso Finca la Exacta vs. Guatemala sentencia del 21 de octubre de 2002. Disponible online en http://goo.gl/55oys5
· Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Villagrán Morales y otros contra el Estado de Guatemala. (Sentencia de 19 de noviembre de 1999. Disponible online en http://goo.gl/PwGvXy
· Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala (Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C No. 101. Párr. 284. Disponible online en http://goo.gl/RM62n9

· Huertas Diaz, Omar y otros. “El derecho a la vida desde la perspectiva del Sistema Interamericano de Derechos Humanos”.Disponible online en http://goo.gl/vcIC60
· Rodríguez-Pinzón, Diego. “El derecho a la honra y la reputación”. Disponible online en http://goo.gl/Be5sbi
·  “Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley”, ONU, 1979, Aprobado por la Asamblea General en su Resolución 34/169 del 17 de diciembre de 1979. Disponible online en http://goo.gl/8m6AyX
· Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). Informe sobre seguridad ciudadana y derechos humanos (OEA/Ser.L/V/II. Doc. 57. 31 diciembre 2009). Disponible online en http://goo.gl/9gpkFa
Una de las principales herramientas de trabajo con las que cuenta el Policía a fin de cumplir con las funciones que le asigna la ley, y que se constituye en un el elemento caracterizante de la función policial, es el uso legítimo de la fuerza pública.

La fuerza, que debe ser entendida como el medio a través del cual el Policía logra controlar una situación que atenta contra el orden público, a fin de conseguir un objetivo legítimo, previsto por la ley, no necesariamente implica un acto de “fuerza”. En efecto, debemos aclarar que “fuerza” en este contexto, no implica “violencia”, ya que la fuerza policial se ejerce en distintas escalas que van desde la presencia policial hasta el uso del arma de fuego.

Existen dos normas de la ONU que tratan este tema:
· Código de Conducta para Funcionarios Encargados de hacer Cumplir la Ley 
· Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y Armas de Fuego para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley 
Los textos completos de estos instrumentos deberán estar disponibles en todas las dependencias policiales.
	
	

	
	


El primero de ellos es de cumplimiento obligatorio para la Policía de la Provincia de Buenos Aires ya que se encuentra anexado a la ley 13982. 
Los “Principios Básicos” si bien no son de carácter obligatorio, constituyen una guía de orientación y de trabajo para todas las fuerzas de seguridad.

La facultad de recurrir al empleo de la fuerza en determinadas circunstancias cuando otros medios resultan ineficaces, lleva consigo la gran responsabilidad de velar para que ésta se ejerza lícita y eficazmente, ya que su uso excesivo afecta directamente los derechos humanos. 

Los excesos en el uso de la fuerza implican las investigaciones y sanciones correspondientes tanto por parte de la Auditoría General de Asuntos Internos como de la Justicia Penal.

Los principios del uso de la fuerza y armas de fuego vigentes para la Policía de la Provincia de Buenos Aires, guardan consonancia con las prescripciones internacionales sobre derechos humanos en la materia.
El uso de la fuerza está regulado para la Policía de la Provincia de Buenos Aires en la Ley N° 13482 en el artículo 13 incisos f) y g).
El artículo 13 Ley N° 13.482:

Inc. f): “… el personal policial podrá ejercer la fuerza física o la coacción directa en función del resguardo de la seguridad pública solamente para hacer cesar una situación en que, pese a la advertencia u otros medios de persuasión empleados por el funcionario policial, se persista en el incumplimiento de la ley o en la inconducta grave y que podrá utilizar la fuerza en la medida estrictamente necesaria, adecuada a la resistencia del infractor, y siempre que no le infligiera un daño excesivamente superior al que se quiere hacer cesar.”

Inciso g) “…cuando el uso de la fuerza o las armas de fuego sea inevitable, el policía deberá identificarse como funcionario policial y dar una clara advertencia de su intención de emplear la fuerza o el arma de fuego, con el tiempo suficiente para que se tome en cuenta, SALVO  que al dar esa advertencia pusiera indebidamente en peligro al funcionario policial, se creara un riesgo cierto para la vida de otras personas o resultara evidentemente inadecuada o inútil dadas las circunstancias del caso.
Debemos dejar en claro que dejar de dar  la” voz de alto”,  dejar de identificarse como policía u omitir la advertencia al ciudadano sobre la intención de usar la fuerza, son excepciones que otorga la ley, por lo que su aplicación es restrictiva, lo que significa que solo pueden omitirse estos pasos cuando se cumple específicamente  lo que impone la ley: 
a) se pone en riesgo la vida del funcionario policial;

 b) se crea un riesgo cierto para la vida de las personas; 

c) es inadecuada o inútil dadas las circunstancias del caso.
Por lo tanto el Policía debe dejar constancia en el acta de procedimiento de las circunstancias por las cuales no hizo la advertencia, ajustándose a las previsiones que hace la ley.

PRINCIPIOS DEL USO DE LA FUERZA Y ARMAS DE FUEGO
Los principios regulatorios del uso de la fuerza y las armas de fuego son los siguientes:
1) RAZONABILIDAD: Como en toda limitación de derechos, nos encontramos con este importante principio rector de nuestro ordenamiento jurídico. El principio de razonabilidad implica que el uso de la fuerza y armas de fuego debe hacerse en tanto el mismo no resulte abusivo, arbitrario ni discriminatorio.
Entonces se debe evitar todo tipo de actuación:
ABUSIVA: el ejercicio de una obligación legal no puede constituir como ilícito ningún acto. C.C. art. 1071. Implica ABUSO de la función, excederse, extralimitarse respecto de una función asignada.
ARBITRARIA: acto contrario a la ley, a la razón o a la justicia ,  actuación caprichosa que no sigue ningún mandato legal
DISCRIMINATORIA: violatoria del principio de igualdad
 … que entrañe violencia física o moral contra las personas”, art. 9 de la ley 13482

2) PROPORCIONALIDAD:

“…utilizar la fuerza en la medida estrictamente necesaria, adecuada a la resistencia del infractor y siempre que no le infligiera un daño excesivamente superior al que se quiere hacer cesar;…” (art. 13 inc, f) ley 13482)

El principio de proporcionalidad implica

· Causar la menor lesividad posible

· Moderación de la fuerza
EQUIVALENCIA DE FUERZAS: EQUIVALENCIA DE MEDIOS

3) GRADUALIDAD
“… privilegiando las áreas y el proceder preventivo y disuasivo antes que el uso de la fuerza…” (art. 9 de le ley 13482)
Este principio se relaciona íntimamente con:

· Clasificación y reclasificación del procedimiento

· Uso de la fuerza mínima indispensable 

· Uso diferenciado de la fuerza
USO DE LAS ARMAS DE FUEGO
¿Cuándo?
Artículo 13 inciso i) Ley N° 13482: “…el Policía debe recurrir al uso de la misma solamente en caso de legítima defensa propia o de terceros y/o situaciones de estado de necesidad en las que exista peligro grave, inminente y actual para la vida de las personas, o para evitar la comisión de un delito que entrañe ese peligro…”
¿Cómo?
Artículo 13 inciso i ley 13482: “ … debiendo obrarse de modo de reducir al mínimo los daños a terceros ajenos a la situación. Cuando exista riesgo de afectar la vida humana o su integridad, el policía debe anteponer la preservación de ese bien jurídico al éxito de la actuación o la preservación del bien jurídico propiedad.”
La ley es clara al priorizar el bien jurídico VIDA por sobre el éxito de la operación en curso o por sobre el bien jurídico PROPIEDAD.

Además
Art. 13 inc. g)

“Cuando el empleo de la fuerza y de armas de fuego sean inevitables:
EL POLICIA DEBE:

1. IDENTIFICARSE COMO FUNCIONARIO POLICIAL
2.DAR UNA CLARA ADVERTENCIA DE SU INTENCION D E USAR LA FUERZA O ARMAS DE FUEGO con tiempo suficiente como para que se tome en cuenta
SALVO QUE
al dar esa advertencia pusiera indebidamente en peligro al funcionario policial, se creara un riesgo cierto para la vida de otras personas o resultara evidentemente inadecuada o inútil dadas las circunstancias del caso”.
El uso de armas de fuego para lograr objetivos legítimos de cumplimiento de la ley se considera una medida extrema. Y solo deben usarse para proteger una vida humana y cuando resulten insuficientes otras medidas menos extremas para lograr dichos objetivos.

Las armas de fuego no se deben utilizar cuando el Policía se encuentra frente a multitudes, reuniones o grupos de personas, bajo ninguna circunstancia.

Cuando el Policía usa el arma de fuego, por supuesto son aplicables todos los principios y reglas enunciados para el uso de la fuerza, incluidas las del inciso g) (voz de alto), con la excepción prevista por el mismo artículo e inciso.

Asimismo, cuando el Policía usa el arma de fuego debe dar aviso inmediato a sus superiores, informándoles de la situación y además prestar auxilio y asistencia a todas las víctimas de la situación, que se encuentran a partir de ese momento bajo su custodia.

Los gráficos que siguen dan cuenta de la práctica del uso de la fuerza y armas de fuego, en su relación con las distintas actitudes que puede tomar las personas intervenidas en un procedimiento policial.

Nótese que el primer acto de fuerza en la escala de menor a mayor es la presencia policial, siendo el último, el más grave y, consecuentemente con ello el que debe ser excepcional, el uso del arma de fuego.
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El uso de la fuerza y de las armas de fuego siempre debe ser excepcional, pero cuando su uso sea inevitable, se debe privilegiar el uso de acciones preventivas: presencia policial, comunicación y persuasión verbal y la negociación y el dialogo antes que las reactivas: defensa y protección personal, uso de armas menos letales y uso de armas de fuego.

Se debe tener en cuanta que cuando se incrementa el grado de fuerza siempre hay mas contacto del funcionario policial con la persona intervenida, por ello, para evitar lesiones o la perdida de la vida de ésta o de terceros o incluso del funcionario policial, se debe tener capacitación específica en el uso de técnicas de defensa personal, armas menos letales permitidas por la legislación local y en el uso de las armas de fuego reglamentarias. 
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· Ley 13482 de la Pcia. de Buenos Aires. Disponible online en http://goo.gl/XV4FGG

· Ley 13982 de la Pcia. de Buenos Aires. Disponible online en http://goo.gl/5wegx
· “Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley”, ONU, 1979, Aprobado por la Asamblea General en su Resolución 34/169 del 17 de diciembre de 1979. Disponible online en http://goo.gl/8m6AyX
· “Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley” Adoptados por el Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento 
del Delincuente, celebrado en La Habana (Cuba) del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990. Disponible online en http://goo.gl/zeWYU
LAS MEDIDAS DE COERCIÓN PROCESALES 

QUE AFECTAN EL DERECHO A LA LIBERTAD
.
LAS MEDIDAS DE COERCION
Las medidas de coerción son restricciones legales al ejercicio de los derechos personales o patrimoniales de una persona y que cuando se ejercen en el marco de un proceso se denominan medidas de coerción procesales. 

Las medidas de coerción no son penas ya que no tienen carácter sancionatorio y su finalidad es el efectivo cumplimiento de un proceso judicial en todas sus etapas.

Las medidas de coerción deben ser aplicadas de manera excepcional y proporcional con el fin que se pretende asegurar, en las circunstancias previstas por la ley y por un período de tiempo limitado también por la ley. 

 Las medidas de coerción que importan la restricción en todo o en parte del patrimonio de una persona se conocen como medidas de coerción reales, y son por ejemplo, el secuestro de los bienes de una persona, el allanamiento, el embargo de bienes, etc. y sólo deben ser dispuestas por orden judicial, con una motivación fundada en la ley.

Las medidas de coerción que recaen sobre el ejercicio de la libertad física o ambulatoria de las personas se conocen como medidas de coerción personales y son por ejemplo, la detención, el arresto, la prisión y la reclusión y de la misma manera que las anteriores sólo deben ser dispuestas por orden judicial con una motivación fundada en la ley. Dada la importancia de estas medidas, en tanto limitan el derecho a la libertad de de las personas es que las normas internacionales y nacionales se han ocupado de ellas.

Estas medidas se erigen sobre uno de los principales derechos que tienen las personas en un proceso judicial: “el principio de inocencia”. Si el imputado debe ser tratado como si fuera inocente es porque, estando sometido a proceso, su culpabilidad no ha sido declarada por sentencia, que podría no llegar a declararse- prevaleciendo definitivamente la inocencia. De allí el carácter excepcional y restrictivo de las mismas.
RECORDAR QUE LAS MEDIDAS DE COERCION:

NO SON PENAS

            NO SON DEFINITIVAS

            SE APLICAN DE MANERA  EXCEPCIONAL

            DEBEN SER PROPORCIONALES AL FIN QUE SE PRETENDE ASEGURAR

            SU APLICACIÓN ESTA LIMITADA EN EL TIEMPO

            SOLO LOS JUECES PUEDEN APLICAR MEDIDAS DE COERCION (las privaciones a la libertad que realiza la Policía deben ser sometidas sin demora a control o autorización judicial)
Se debe tener en cuenta que cuando se aplican medidas de coerción personal, están en juego: el Derecho a la libertad y a la seguridad personales, entendiendo por tal al derecho que ampara la libertad física y ambulatoria de la personas. 

El derecho a la libertad implica la facultad de las personas de elegir el lugar en el que quieren estar, en otras palabras, se protege la libertad de movimiento frente a cualquier ingerencia del estado que coarte la misma mediante una detención, retención, etc.

El derecho a la seguridad personal debe ser analizado unido inexorablemente al concepto de derecho a la libertad, y engloba una serie de garantías que tienen los ciudadanos frente a una detención, por ejemplo prohibición de la tortura, derecho a comunicarles a sus familiares sobre su detención y dónde se encuentra alojado, etc.

En la Constitución Nacional este derecho esta protegido en los artículos 18 y 43. 
OTRAS MEDIDAS QUE RESTRINGEN DERECHOS PERSONALES O REALES
	OTRAS MEDIDAS QUE RESTRINGEN DERECHOS
	

	PERSONALES
	REALES

	· Citación

· Arresto domiciliario

· Prisión Preventiva

· Aprehensión por particulares

· Fianza o caución juratoria

· Impedimento de salir de un país ciudad, localidad.

·  Colocación de localizadores electrónicos

· Presentación periódica ante las autoridades judiciales

· Prohibición de acercarse y/o concurrir a un lugar

· Internación por orden judicial

· Incomunicación

· Examen corporal
	· Fianza real

· Registro de muebles, inmuebles o cosas 

· Inspecciones periódicas

· Clausura

· Interceptación y secuestro de correspondencia y cosas

· Allanamiento


LA PRIVACIÓN DE LA LIBERTAD A LA LUZ DE NORMAS DE DERECHOS HUMANOS
Se debe tener en cuenta que cuando se priva la libertad a una persona, se está limitando uno de los derechos más preciados que tiene, que es su libertad, y en virtud del derecho que se esta vulnerando, la restricción al mismo debe estar fundada en la ley. 
	En toda privación de libertad deben privilegiarse los siguientes principios:
· no arbitrariedad: solo se priva de la libertad en los casos previstos por la ley, y bajo el procedimiento estricto descripto en la ley

· presunción de inocencia

· derecho a la información

· debido proceso legal: revisión judicial de la medida con la mayor celeridad

· juicio justo

· prohibición de la tortura y tratos inhumanos y degradantes
·   respeto a la dignidad en el trato y en las condiciones de la detención.


LAS MEDIDAS DE COERCION PERSONALES

EN EL CODIGO PROCESAL PENAL DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES y LEY 13.482
En el Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires, las medidas de coerción personales están previstas en los artículos 149 al 157: arresto, citación, detención, incomunicación, aprehensión y prisión preventiva.  Las medidas de coerción reales están previstas en los artículos 219 a 231 bis: registro, allanamiento de morada y de otros locales, registro,  requisa personal, secuestro, orden de presentación de objetos, interceptación de correspondencia, intervención de llamadas telefónicas.

La mayoría de estas medidas son realizadas por la Policía contando con una orden judicial, lo cual importa una menor discrecionalidad en su accionar.

Por su parte, los artículos 1 y 60 del Código Procesal Penal son los artículos rectores en cuanto a las garantías procesales y personales de las que gozan los imputados de un delito.
En cuanto a las garantías mínimas de las que gozan las personas al momento de ser detenidas, conforme la legislación procesal de la Provincia de Buenos Aires, y teniendo en cuenta los principios internacionales de derechos humanos podemos señalar las siguientes:
1.1.1. Ser informado sin demora, en un idioma que comprenda y en forma detallada, de la naturaleza y causas de los cargos que se le imputan. 

2. A comunicarse libremente con un letrado de su elección, y que le asiste el derecho de ser asistido y comunicado con el Defensor Oficial. En caso de ser extranjero el derecho que le asiste de comunicarse con el Cónsul de su país. 

3. Que no está obligado a declarar contra si mismo ni a confesarse culpable.  
También del artículo 16 de ley 13.482 surgen los derechos que tienen las personas privadas de libertad:
1. Deben ser informadas por el personal policial responsable de su detención, inmediatamente y en forma que le sea comprensible la razón concreta de la privación de su libertad, así como de los derechos que le asisten

2. Tienen derecho a guardar silencio, a no contestar alguna o algunas de las preguntas que se le formulen.

3. Tienen derecho a no manifestarse contra sí mismo y a no confesarse culpable.

4. Gozan de la facultad de comunicarse en forma inmediata con un familiar o allegado, a fin de informarle el hecho de su detención y el lugar de custodia en que se halle en cada momento.

5. Tienen derecho a designar un abogado y a solicitar su presencia inmediata para su asistencia en diligencias policiales y/o judiciales que correspondieren. Si no tuvieren medios suficientes para afrontar los honorarios de un abogado, el estado le provee desde el primer momento de su detención la asistencia letrada gratuita. 

6.  que se realice un reconocimiento médico que verifique su estado psicofísico al momento de la privación de su libertad y, en su caso, a recibir en forma inmediata asistencia médica si fuese necesario.

7. Si la persona privada de su libertad fuere un menor de edad o un incapacitado, la autoridad policial bajo cuya custodia se encuentre deberá notificar en forma inmediata las circunstancias de la detención y lugar de custodia a quienes ejerzan la patria potestad, la tutela o guarda de hecho del mismo y, si ello no fuera posible, lo informará inmediatamente al Ministerio Público.
Si bien todas las cuestiones aquí tratadas deben analizarse desde una perspectiva de género, existen algunas pautas concretas que es preciso tener en cuenta cuando se trate de mujeres reclusas.

En efecto, podemos remarcar algunos principios generales que surgen tanto de los documentos antes enumerados como de los Convenios y Declaraciones que tratan especialmente de las mujeres:

· Las mujeres no serán discriminadas y serán protegidas de toda violencia y explotación

· Las mujeres deben alojarse en lugares  separados de los hombres

· Las mujeres serán supervisadas y registradas por funcionarias y personal femenino

· Se debe dar el trato y las condiciones necesarias a las mujeres embarazadas y que estén en período de lactancia

· Siempre que fuera posible, se permitirá dar a luz en un hospital externo que cuente con la infraestructura necesaria para atender las necesidades del niño y de la madre.

· Atención sanitaria especializada: satisfacción de necesidades higiénicas y atención médica especializada por especialistas en salud de la mujer (especialmente salud reproductiva)

  También respecto de los menores existen una serie de instrumentos internacionales de los que surgen los siguientes principios fundamentales:

· Respeto absoluto por la dignidad, la integridad física del menor, promoviendo su reinserción en la sociedad

· Prohibición de someter a los niños a cualquier clase de castigo corporal o sufrimiento de ninguna naturaleza

· Separación de los niños respecto de los adultos

· Respeto por la intimidad del menor llevando registros de las privaciones de la libertad de manera confidencial

· Comunicación inmediata a lo padres respecto de la privación de la libertad del menor como de cualquier otra novedad (por ejemplo, el traslado a un centro hospitalario del mismo)

· Reducción al mínimo de las privaciones de la libertad de los menores
La ley 13.482 de la Provincia de Buenos Aires, en su artículo 15 prescribe expresamente las situaciones en las que los Policías tienen la facultad de limitar la libertad:
1. En cumplimiento de orden emanada de autoridad judicial competente.
(art. 151 Código Procesal penal: DETENCION)
2. Cuando se trate de alguno de los supuestos prescriptos por el Código Procesal Penal o la ley contravencional de aplicación al caso.
(Art. 149 Código Procesal Penal: ARRESTO, art. 153: APREHENSION SIN ORDEN, Casos previstos por D. Ley 8031/73 Código de Faltas y Leyes de Tránsito: Ley 13927)
3. Cuando sea necesario conocer su identidad, en circunstancias que razonablemente lo justifiquen, y se niega a identificarse o no tiene la documentación que la acredita. APREHENSION POR AVERIGUACION DE IDENTIDAD.
A fin de que quede registrada legalmente la privación de la libertad, el personal policial debe labrar un acta de detención que deberá contener
:

1. La identidad de la persona privada de la libertad, si se conociera, y, si ésta no fuera posible, una descripción detallada de los rasgos fisonómicos y físicos de la misma, sexo, y vestimenta.

2. Las circunstancias precisas de lugar, tiempo y modo en que se llevó a cabo la detención.

3. La identificación del personal policial actuante.

4. Los hechos imputados al detenido y las razones concretas de la privación de libertad.

5. El lugar y tiempo de detención.

6. El comportamiento de la persona privada de la libertad, los derechos a que hizo uso y las actuaciones policiales y/o judiciales llevadas a cabo durante la detención.

7. Las circunstancias y condiciones en las que recupera su libertad. 

LA APREHENSION  
Esta medida de coerción, restrictiva de la libertad de las personas, es una de las más usadas por el personal policial en su actividad cotidiana, por ello siempre debe emplearse de manera legítima y respetando las garantías constitucionales de las personas. 
En materia de arresto y detención, cabe recordar que el principio rector es que nadie puede ser legalmente restringido en su libertad ambulatoria sin orden judicial.
 

Sin embargo, de forma excepcional, el artículo 153 del Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires
  y el artículo 294 inciso 8, habilitan a los funcionarios y auxiliares de la Policía a aprehender sin orden emanada de juez competente solo en las siguientes situaciones:

 1. A quien sea sorprendido en flagrancia en la comisión de un delito de acción pública sancionado con pena privativa de libertad.

2. Al que fugare, estando legalmente detenido.

3. En casos de urgencia y peligro con la demora de que el imputado eluda la acción de la justicia.  En este supuesto, el personal policial solo procederá cuando exista urgencia,  circunstancias suficientes y razones objetivas, que deberán finalmente quedar sujetas al control de los jueces.

Caber recordar que la aprehensión o detención sin orden, debe ser interpretada restrictivamente
, por lo cual no se puede aprehender o detener sin orden a ninguna persona que no se encuentre comprendida en las situaciones previstas por la ley. 

Asimismo, una vez que la persona se encuentra con su libertad restringida, operan para estas todas las garantías constitucionales y procesales a las que nos referimos anteriormente, por lo cual el incumplimiento de de toda la normativa señalada podría acarrear una detención arbitraria e ilegal. 

LA APREHENSION POR AVERIGUACION DE IDENTIDAD
La aprehensión por averiguación de identidad prevista por el art. 15 inciso c) de la ley 13482, es profusamente utilizada por la Policía de la Provincia de Buenos Aires.

Se trata de otra excepción al principio de que las medidas privativas de la libertad deben ser expedidas por un juez, y por ello está prevista bajo determinadas circunstancias. En efecto, el artículo e incisos citados prevén que el personal policial está facultado para privar de la libertad:

· Cuando sea necesario conocer la identidad de la persona, en circunstancias que razonablemente lo justifiquen, y la persona se niega a identificarse.
· Cuando sea necesario conocer la identidad de la persona, en circunstancias que razonablemente lo justifiquen, y la persona no tiene la documentación que acredita su identidad.

Por lo tanto, claro está que: “Si una persona lleva su documento de identidad, y no está comprometida en un delito concreto, detenerla sin más para estudiar más tarde si alguna autoridad lo requiere penalmente, importa un arresto arbitrario e inconstitucional, en virtud del estado de presunción de inocencia- por más que esa detención esté autorizada por una ley”
. 

En el momento de una aprehensión por averiguación de identidad, deben conjugarse indefectiblemente los supuestos mencionados anteriormente – que sea necesario conocer la identidad de la persona, en circunstancias que razonablemente lo justifiquen, y la persona se niega a identificarse o la persona no tiene la documentación que acredita su identidad -, y todo debe quedar plasmado en el acta de procedimiento.
Por lo tanto, el personal policial, en el acta de procedimiento deberá argüir porqué fue necesario conocer la identidad de la persona, cuáles fueron las circunstancias que razonablemente justificaron  la aprehensión, y dejar en claro que la persona se negaba a identificarse o no tenía la documentación que acreditaba su identidad.

Las circunstancias referidas no pueden ser abusivas, arbitrarias ni discriminatorias. Asimismo, resulta claro que no alcanza con la simple y desnuda mención de la mentada actitud sospechosa para validar y legitimar la aprehensión, se deben acreditar los hechos que justificaron dicha medida.

En caso de una aprehensión por averiguación de identidad, y tras constatar fehacientemente que la persona no pudo acreditar de ninguna manera su identidad por negarse a ello o por carecer de cualquier tipo de documentación que así lo permita (DNI, Registro de Conducir, Cédula Federal, Pasaporte, Partida de Nacimiento, Libreta Universitaria, etc.) el personal policial debe:
1. Informarle a la persona de manera inmediata y en forma que le sea comprensible la razón concreta de la privación de su libertad, así como de los derechos que le asisten

2. Informarle que tiene derecho a guardar silencio, a no contestar alguna o algunas de las preguntas que se le formulen, a no manifestarse contra sí mismo y a no confesarse culpable.

3. Informarle que gozan de la facultad de comunicarse en forma inmediata con un familiar o allegado. Toda persona detenida TIENE DERECHO AL LLAMADO TELEFONICO PRIVADO, conforme Resolución Nº 1771/05 del Ministerio de Seguridad de la pcia. de Buenos Aires (30/11/2005)
4.  Informarle sobre el derecho a designar un abogado y a solicitar su presencia inmediata para su asistencia en diligencias policiales y/o judiciales que correspondieren. 

5. Efectuarle a la persona el reconocimiento médico que verifique su estado psicofísico al momento de la privación de su libertad y, en su caso, a recibir en forma inmediata asistencia médica si fuese necesario. 

6. DEJAR CONSTANCIA EN EL LIBRO DE NOVEDADES DE LA GUARDIA conforme Resolución Nº 1771/05 del Ministerio de Seguridad de la pcia. de Buenos Aires (30/11/2005)

7. Dejar constancia en el Libro de Detenidos, y dejar en claro que el motivo del ingreso es “conforme el art. 15 inc c) Ley N° 13482” o indicar “Privación legítima de la libertad conforme el art. 15 inc c) Ley N° 13482”.

8. En el caso de tratarse de extranjeros, dar aviso al Consulado respectivo, por teléfono o por fax, Resolución N° 12/03 de la Presidencia del Tribunal de Casación Penal de la provincia de Buenos Aires (el mismo se refiere a las detenciones, pero es una práctica común anoticiar al Consulado en todos los casos de privaciones de la libertad a ciudadanos extranjeros)

9. Dar intervención al Ministerio de Seguridad a través de nota dirigida a la Jefatura Departamental correspondiente.

10. Poner en conocimiento al Juez de Garantías y al Defensor Oficial en turno.

11. Dar lectura de los derechos que le asisten conforme el artículo 16 de la Ley N° 13482 en presencia de los testigos que se requieren para proceder a la aprehensión. La doctrina distingue la aplicación del art. 60 del C.P.P. (derechos del imputado) para los casos en los que a la persona que se detiene se le imputa la comisión de un delito, Se aplicaría entonces el art. 16 en el resto de los casos de privación de la libertad. 

La Aprehensión por Averiguación de Identidad no puede durar más tiempo que el estrictamente necesario, siendo el plazo máximo para limitar la libertad bajo este supuesto el de doce (12) horas, plazo que también es improrrogable.

Finalizado este plazo, la persona debe ser puesta en libertad o a disposición de la autoridad judicial competente. 

Para que la limitación temporal de la libertad sea menos lesiva para la ciudadanía, el Estado debe implementar las tecnologías adecuadas que en forma veloz y efectiva permitan establecer la identidad de un sujeto, a través de una constatación inmediata en la vía pública, que implique una demora mínima a los particulares que no lleven consigo un documento identificatorio.
La aprehensión por averiguación de identidad debe ser notificada inmediatamente a la autoridad judicial y se deben respetar los principios generales a todas las privaciones de la libertad establecidos en el art. 16 de la Ley N° 13482, y con respeto por todas las garantías procesales y la normativa de derechos humanos aplicable: toda privación de la libertad debe hacerse protegiendo la integridad física, el honor, la dignidad y el patrimonio de las personas.
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· Ley 13482 de la Pcia. de Buenos Aires. Disponible online en http://goo.gl/XV4FGG

· Ley 13982 de la Pcia. de Buenos Aires. Disponible online en http://goo.gl/5wegx
· “Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la ley”, ONU, 1979, Aprobado por la Asamblea General en su Resolución 34/169 del 17 de diciembre de 1979. Disponible online en http://goo.gl/8m6AyX
LA PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS
La Organización de Naciones Unidas, a nivel mundial y la Organización de Estados Americanos a nivel regional,  de los cuales Argentina forma parte, han elaborado diversos métodos para investigar los abusos de los derechos humanos, así como para ejercer presión para corregir tales abusos; como asimismo han creado dentro de sus sistemas organismos jurisdiccionales a los cuales las personas pueden recurrir para que constaten si se ha producido una violación a los derechos humanos, y, en su caso, para que determinen la sanción aplicable a los Estados y la forma de reparación para las víctimas de dicha violación.
En el continente Americano, en materia de Derechos Humanos las dos instituciones principales para su protección y promoción son la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Estos organismos interpretan y aplican la Convención Americana sobre Derechos Humanos o Pacto San José de Costa Rica (1969).

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) creada en 1959 y con sede en Washington (EEUU) es el órgano consultivo de la OEA en esta materia y una de sus funciones más importantes es el examen de peticiones individuales que alegan violaciones de un derecho protegido internacionalmente por parte de un Estado.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José de Costa Rica, es una institución judicial autónoma de la OEA cuyo objetivo es la aplicación e interpretación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y de otros tratados concernientes al mismo asunto. 

Argentina aceptó formalmente la competencia de la Corte Interamericana el 05 de Octubre de 1984.

ESTUDIO DEL CASO BULACIO WALTER VS. ARGENTINA
a) Los hechos
El 19 de abril de 1991, Walter Bulacio  concurrió al recital de la banda de rock Patricio Rey y sus Redonditos de Ricota en el Estadio Obras Sanitarias de Buenos Aires. El personal de la Policía Federal Argentina realizó una detención masiva o “razzia”, de más de 80 personas, en las inmediaciones del estadio en el que se iba a realizar el concierto. Walter David Bulacio fue detenido y conducido a la Comisaría de Policía 35ª  a cargo del Comisario Miguel Ángel Espósito, y, en la sala de menores, fue golpeado por agentes policiales.
Los detenidos ilegalmente, al no haber cometido infracción alguna, fueron liberados sin que se abriera cusa penal en su contra. No se les hizo conocer el motivo de su detención. Los menores estuvieron en condiciones inadecuadas de detención; no se notificó al Juez  Correccional de Menores de turno, como ordenaba la ley 10903, ni tampoco se dio noticia a los familiares.
El 20 de abril de 1991, Bulacio, tras haber vomitado, fue llevado a un hospital y luego a otros dos. El médico le diagnosticó “traumatismo craneano” y el mismo Walter Bulacio le dijo al médico que esas lesiones se debían a que había sido golpeado por la policía. Ni sus padres ni el Juez de Menores fueron notificados de su estado. En la noche, sus padres, que recién se enteraron a las 3 o 4 de la tarde por noticia de un vecino, visitaron a su hijo, quien estaba grave. 

El 21 de abril de 1991, el joven Walter David Bulacio fue trasladado al Sanatorio Mitre. El médico de guardia denunció ante la Comisaría 7ª que había ingresado “un menor de edad con lesiones” y, en consecuencia, ésta inició una investigación policial por el delito de lesiones. 

El 26 de abril, Walter David Bulacio murió y su familia se constituyo en querellante para investigar los hechos que produjeron la muerte de Walter. 

A partir de allí se inició un arduo y fatigoso peregrinaje ante la justicia argentina, que aún a 22 años continua; y ante la falta de cumplimiento por parte del Estado argentino de aspectos significativos de sus recomendaciones, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos presentó la demanda de este caso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con sede en San José de Costa Rica, el 24 de enero de 2001 por la vulneración de los derechos a la libertad e integridad personal, a la vida, a las garantías judiciales, a la protección judicial, y los derechos de los niños, consagrados en los artículos 4, 5, 7, 8, 25 y 19 de la Convención Americana, por actos y omisiones de la República Argentina, respecto de Walter Bulacio. 
El 3 de marzo de 2003, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, los representantes de Walter Bulacio y de sus familiares y el Estado de la República Argentina presentaron a la Corte Interamericana de Derechos Humanos un acuerdo de solución amistosa en donde el gobierno argentino reconoce la responsabilidad por la violación a los derechos humanos de Walter David Bulacio y su familia con base en la demanda efectuada por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. En el acuerdo se dejó deja constancia que Walter David Bulacio fue víctima de una violación a sus derechos en cuanto a un inapropiado ejercicio del deber de custodia y a una detención ilegítima por incumplimientos procedimentales y en virtud de las normas de derechos humanos a las el Estado Argentino se ha obligado a cumplir integralmente asume su responsabilidad por la violación de los artículos 2, 7 (derecho a la libertad personal), 5 (derecho a la integridad personal), 19, 4 (derecho a la vida), 8 (derecho a la protección judicial) y 25 (derecho a las garantías judiciales,) de la Convención Americana; el Estado argentino reconoció que la detención fue ilegal porque se aplicó normativa  (que luego fue declarada inconstitucional) contraria a los estándares internacionales; porque  los funcionarios policiales omitieron dar aviso a los padres, e informar a las personas menores de edad sobre las causas de la detención, y dar intervención a un juez sin demora. 

También el Estado argentino reconoció su responsabilidad por la violación del artículo 19 de la Convención Americana, por la no adopción de las medidas de protección que la condición de menor requería. 

El 18 de septiembre de 2003, la Corte Interamericana emitió Sentencia sobre el fondo de la cuestión y las reparaciones pertinentes.
b) La sentencia de la Corte Interamericana
La Corte Interamericana, en su sentencia decidió admitir el reconocimiento de responsabilidad internacional efectuado por el Estado argentino y aprobar el acuerdo suscripto con los representantes de Walter Bulacio y de sus familiares.

Además, la Corte Interamericana ordenó que:

- el Estado debe proseguir y concluir la investigación del conjunto de los hechos de este caso y sancionar a los responsables de los mismos; que los familiares de la víctima deberán tener pleno acceso y capacidad de actuar, en todas las etapas e instancias de dichas investigaciones, de conformidad con la ley interna y las normas de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; y que los resultados de las investigaciones deberán ser públicamente divulgados

- el Estado debe garantizar que no se repitan hechos como los del presente caso, adoptando las medidas legislativas y de cualquier otra índole que sean necesarias para adecuar el ordenamiento jurídico interno a las normas internacionales de derechos humanos, y darles plena efectividad,

- el Estado debe indemnizar pecuniariamente a la familia de Walter Bulacio. 
c) Conclusión
Hoy, a 22 años del hecho, no hay condenados por el asesinato de Walter David Bulacio, aunque se ha fijado para el 24/9/2013 el comienzo del juicio a Miguel Ángel Espósito, quien está acusado de "privación ilegal de la libertad"  de Walter Bulacio.

Las indemnizaciones fueron abonadas por parte del estado y recibidas por los familiares de Walter Bulacio.
A partir del caso Bulacio el Estado argentino ha derogado normas cuyos contenidos eran contrarias a normas de Derechos Humanos y se han reformado los Códigos de Procedimientos, y ha hecho un notable esfuerzo por capacitar al personal policial en materia de derechos humanos.
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· Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Bulacio Walter vs. Argentina, sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del 18 de septiembre de 2002. Disponible online en http://goo.gl/IMvF7k
· Convención Americana de Derechos Humanos. Disponible online en http://goo.gl/RYryL
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	� Ley 13.482 de la Provincia de Buenos Aires, artículo 19.
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	� Constitución Nacional, artículo 18; Constitución de la Provincia de Buenos Aires, artículo 16.4
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	� Código Procesal Penal de la Provincia de Buenos Aires artículo 153, Texto según Ley 13260. Aprehensión. Los funcionarios y auxiliares de la Policía a instancia propia o del Fiscal, deberá aprehender:


	 1.- A quien sea sorprendido en flagrancia en la comisión de un delito de acción pública sancionado con pena privativa de libertad.


	2.- Al que fugare, estando legalmente detenido.


	3.- Cuando en el supuesto del artículo 151, se tratare de una situación de urgencia y hubiere peligro de que con la demora  el imputado eluda la acción de la justicia.


	Tratándose de un delito cuya acción dependa de instancia privada, en el acto será informado quien pueda promoverla. Si no presentare la denuncia inmediatamente, el aprehendido será puesto en libertad.
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	� Artículo 3 C.P.P.B.A.: “Toda disposición legal que coarte la libertad personal, restrinja los derechos de la persona, limite el ejercicio de un derecho atribuido por este Código, o que establezca sanciones procesales o exclusiones probatorias, deberá ser interpretado restrictivamente”
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